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u

Muchos son los deseos, reflexiones,
sudores y análisis que juntan sus hombros
a este esfuerzo. Muchas las personas
e instituciones de donde provienen.
Ellas, en cada edición, reiteran
generosamente sus aportes para que cada
10 de diciembre, desde hace 16 años,
podamos compartir esta mirada, crítica
y propositiva, sobre la situación nacional
de los derechos humanos: víctimas
de violación a sus derechos
que se convirtieron en sus propios
defensores y defensoras, contando
sus historias y luchando para que otras
personas vivan un mundo mejor, familiares
de víctimas, organizaciones hermanas,
activistas del movimiento de derechos
humanos, académicos, funcionarios
e integrantes de organizaciones populares.
Estas y otras personas y organizaciones
forman parte de una gran estrategia
de solidaridad y lucha por la democratización
de la democracia a partir
de una reivindicación de todos los derechos
humanos de todas las personas,
sin exclusiones ni excluidos. Esta obra
colectiva se ofrece como un instrumento
para esa lucha, que busca cambios
sustantivos y en las raíces.
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Prólogo

Me es particularmente grato escribir estas
palabras, porque el propósito de informes
anuales como los de Provea es medir el grado
de adecuación de las políticas y prácticas es-
tatales al derecho internacional de los dere-
chos humanos. Se trata de un verdadero ajus-
te: implementar el derecho internacional de los
derechos humanos significa enfatizar la
centralidad de los mismos en toda política
estatal y en todos los niveles. Se pueden es-
tablecer puentes conceptuales entre derechos
humanos y educación, entre economía y de-
recho a la salud, entre derecho a la justicia,
lucha contra la pobreza y la no discrimina-
ción, que se derivan de objetivos comparti-
dos. El derecho internacional de los derechos
humanos constituye un marco suficientemen-
te desarrollado como para evaluar el progreso
en la consecución de estos objetivos, toda
vez que define las metas, los propósitos y los
métodos de la actuación estatal, para permitir
que todos y todas disfruten de ellos.

La puesta en práctica de los derechos hu-
manos en las distintas partes del mundo nos
provee una rica fuente de experiencias. Este
campo, a través de décadas, ha revelado las
mejores maneras de traducir a la práctica los
requerimientos en esa materia que demandan
las diferentes regiones y países del mundo.
Así como los derechos humanos son univer-
sales, también lo son los problemas. No hay
derechos si no hay medidas que los asegu-
ren. Por ende, el reconocimiento de aquellos
para todos y todas significa asimismo el dere-

cho a reclamar por ellos y la existencia de re-
medios en caso de su violación. Los tribuna-
les y las comisiones de derechos humanos se
han involucrado en la lucha contra violacio-
nes de estos derechos en todas las regiones
del mundo. Al contrario de la creencia frecuen-
te de que solo los derechos civiles y políticos
son exigibles y justiciables, los tribunales y
comisiones suelen atender muchos casos por
violaciones a derechos económicos, sociales
y culturales.

Los tratados globales y regionales sobre
derechos humanos señalan una serie de dere-
chos civiles, culturales, económicos, sociales
y políticos. En suma, se ha configurado un
amplio marco jurídico internacional de protec-
ción de los mismos.

Su realización es un proceso continuo,
que por ello requiere también de una medi-
ción continua. El progreso depende del gra-
do de compromiso de cada país, tanto al in-
terior como por fuera del gobierno. Sin per-
juicio de que la cooperación internacional
ayude, la experiencia demuestra que sigue
siendo todavía decisiva la protección nacio-
nal de los derechos humanos.

Más aún, el principio de indivisibilidad e
interdependencia de los derechos humanos
requiere la valoración del impacto de la políti-
ca y práctica gubernamental en todos los de-
rechos y libertades. Donde el agua, la educa-
ción, la vivienda, se compran y se venden, se
adquieren por un precio, estamos ante un ser-
vicio regulado por el derecho comercial, no



por el derecho público de los derechos huma-
nos. El acceso a la vivienda o educación re-
flejará entonces el poder adquisitivo de los
individuos y no el ejercicio de sus derechos.
También, si la educación se impone a los jó-
venes para forzarles a adoptar una ideolo-
gía, estamos ante una violación de derechos
humanos. Todos los aspectos de la vida co-
tidiana deberán tomarse en consideración a
la hora de discernir si las políticas se ajustan
a estos derechos, y evaluar qué debería ha-
cerse para asegurarlo.

Las obligaciones en materia de derechos
humanos conciernen a todos los sectores del
Estado, más allá de la división horizontal o
vertical de poderes y responsabilidades que
haya. Horizontalmente, la salud o la justicia
es un sector específico, pero las dimensiones
de derechos humanos que les corresponden
son abarcadas por múltiples instituciones gu-
bernamentales y públicas, desde el empleo y/
o trabajo a las finanzas, hasta el  género. Ver-
ticalmente, el acto de gobernar abarca todos
los niveles, desde lo global a lo local. Las es-
trategias globales y las políticas financieras
afectan la vida cotidiana en todos los países
y -especialmente- en los países endeudados,
a pesar de que frecuentemente operan con
propósitos múltiples.

A nivel nacional, la solidaridad se ejerce a
través de la obligación de pagar los impues-
tos, en los casos en que la salud o la seguri-
dad social estén financiadas. A nivel interna-
cional, la universalidad de los derechos hu-
manos se basa en la cooperación internacio-
nal, de manera de igualar oportunidades, asig-
nando recursos adicionales a los países, co-
munidades y familias más pobres.

Las obligaciones gubernamentales van
mucho más allá de la ley, dado que muchas
veces las políticas macroeconómicas y fisca-
les pueden poner en peligro, o incluso abro-
gar, los derechos individuales.

Todo derecho humano tiene un costo. Las
garantías contra la brutalidad policial necesi-
tan de policías bien pagadas y bien entrena-
das; la libertad de información es ilusoria sin
fondos para los medios de acceso a la misma
y para su difusión. Los servicios que el go-
bierno debe proveer a toda la población están
definidos en el derecho internacional de los
derechos humanos. Sin embargo, con el ad-
venimiento del GATS (Acuerdo General so-
bre la Comercialización de los Servicios, por
sus siglas en inglés), el agua, la salud, la edu-
cación se han vuelto servicios comerciales.
La regulación jurídica del comercio interna-
cional de los servicios reconoce que la edu-
cación obligatoria pueda permanecer como un
derecho individual y una correlativa obliga-
ción estatal, pero obliga a que los estados
regulen los servicios educativos en sus paí-
ses como actividad comercial.

Las obligaciones estatales, en materia del
derecho humano a la educación, incluyen, tan-
to la disponibilidad de la educación, como el
respeto de la libertad de los padres de elegir la
educación de sus hijos e hijas. La educación
obligatoria significa el poder del Estado de
imponer, regular, y controlar la educación.
Como todo poder del Estado, la educación
necesita de protección contra abusos. La li-
bertad de elección de los padres ha sido el
contrapeso de la imposición de educación
pública uniforme desde el inicio del derecho
internacional de los derechos humanos. Las
salvaguardas de los derechos humanos es-
tán orientadas al balance del derecho del Es-
tado de obligar a la niñez a ir a la escuela, y el
derecho de sus padres de optar por las escue-
las de su elección. La elección de los padres
apunta a limitar el monopolio estatal sobre la
educación, para asegurar la libertad y el plu-
ralismo en la educación. Las controversias
respecto de la financiación pública para facili-
tar el ejercicio de la libertad de establecer y



dirigir escuelas son interminables, según va-
ría la práctica de los Estados en el otorga-
miento de subsidios a las escuelas no públi-
cas. Provienen de la regulación Estatal del
derecho a la educación. Es decir, el Estado es
responsable de asegurar la educación como
un bien público, el derecho a la educación y la
libertad en la educación, y la protección de
los derechos humanos de los alumnos y alum-
nas, maestros y maestras.

Las fronteras entre la educación pública y
privada, gratuita y comprada, se han vuelto
relevantes en las negociaciones sobre la libe-
ralización del comercio de los servicios. Los
exportadores han dado el tono, buscando la
eliminación de las barreras al comercio libre.
Definir a la educación como un bien público,
como un servicio público gratuito, es un de-
safío clave para los derechos humanos, toda-
vía no atendido. La progresiva liberalización
del comercio educativo inevitablemente so-
cava la progresiva realización del derecho a la
educación. Lo mismo pasa con la salud y otros
derechos económicos, sociales y culturales.

Los informes anuales inevitablemente
muestran que no todos disfrutan de sus dere-
chos humanos. El primer paso hacia la elimi-
nación de tal exclusión es hacerla visible.
Mantener invisible un problema facilita la in-
acción. La exclusión no solo se sostiene, sino
que se incrementa, pues las desigualdades se
acumulan en el tiempo y el espacio. El con-
cepto de exclusión refuerza la importancia de
la eliminación de la discriminación. La etnia, la
religión o el origen nacional en el caso de la
infancia inmigrante, son permanentemente de-
tectados entre los factores que conducen a la
exclusión, acompañados de la discriminación
por raza o por género, y se exacerban por la
pobreza. En los últimos cincuenta años la pro-
hibición de la discriminación se ha extendido
desde un puñado inicial de motivos (raza, co-
lor, sexo, condición socioeconómica, religión

u opinión política) hasta factores particular-
mente importantes para los niños o  niñas,
como el nacimiento (es decir, discriminación
contra los nacidos fuera del matrimonio) o la
discapacidad, o también el estatus de perte-
necer a una minoría o a una etnia indígena.
Todavía quedan motivos de discriminación
que no han sido prohibidos (como la discrimi-
nación contra los no ciudadanos) o discrimi-
naciones basadas en la edad. Nuevos patro-
nes de discriminación, como el caso de la in-
fección por HIV que ha surgido en las últimas
dos décadas con la pandemia del SIDA, son
gradualmente subsumidos bajo las prohibi-
ciones existentes.

El análisis de la pobreza es crucial para
identificar si ella es consecuencia de la viola-
ción de los derechos humanos. Niñas y muje-
res son un ejemplo prominente, porque en
muchos países no cuentan con el derecho a
posponer el matrimonio y la crianza de niños
hasta volverse adultas. Son necesarias refor-
mas legislativas que apunten hacia la igual-
dad de derechos para todos y todas, con ga-
rantías para los derechos de ellas. La educa-
ción pública sostenida y efectiva es necesa-
ria para facilitar las reformas legislativas, para
cambiar las normas sociales e individuales.
Las correspondientes asignaciones presu-
puestarias son necesarias, de otra forma los
derechos legalmente asegurados podrían
quedar frustrados por políticas económicas
o fiscales contrarias a ellos. Romper este cír-
culo vicioso requiere que los gobiernos, in-
dividual y colectivamente, den prioridad a la
inversión en derechos humanos, desde el
nivel local hasta el global. Su universalidad
requiere, entonces, el corolario de la univer-
salidad de las obligaciones estatales, indivi-
duales y colectivas.

El derecho internacional de los derechos
humanos exige la afirmación y protección de
todos los derechos humanos de todas las



personas. Esto implica el diseño participativo
y la ejecución de una estrategia nacional ba-
sada en los derechos humanos. La experiencia
demuestra que la ausencia de denuncias y liti-
gios no debe ser malinterpretada como ausen-
cia de problemas. Al contrario, muchas veces
es porque los problemas no se debaten y con-
secuentemente no se resuelven, sobre todo
cuando los individuos y los pueblos afecta-
dos carecen del derecho a un recurso efectivo.

La traducción de principios abstractos de
derechos humanos a un lenguaje que todos y
todas pueden comprender es por definición
difícil. Los niños y las niñas aprenden me-
diante la observación y experiencia. La mejor
forma práctica para trasmitirles el mensaje de
derechos humanos es educándolos como per-
sonas con derechos. Se trata de un desafío
enorme, en todas partes del mundo. La salida
de la escuela de los graduados demanda aná-
lisis con criterios basados sobre los derechos
humanos. Por otro lado, cuando los resulta-
dos del aprendizaje son satisfactorios, pero
los graduados están condenados al desem-
pleo, se vuelve patente la necesidad de vin-
cular la educación con otros derechos huma-
nos. La salida de los graduados a la sociedad

también exige una evaluación de la posibili-
dad de que lo aprendido en la escuela no sea
inútil fuera de ella. Con frecuencia, los mensa-
jes aprendidos en la escuela y los de afuera
están en conflicto.

La orientación de las estrategias globales
hacia la erradicación de la pobreza convierte
los derechos humanos en una fuerte herra-
mienta. Se ha afirmado universalmente que
la pobreza, la cual tiene una manifiesta orien-
tación de género y de raza, es un obstáculo
central para su disfrute. Más aún, la pobreza
resulta de la violación de derechos huma-
nos, y afecta desproporcionadamente a ni-
ñas y mujeres, minorías e indígenas. Múlti-
ples razones de exclusión y discriminación
se combinan, atrapando a nuevas generacio-
nes en un círculo vicioso de violación de de-
rechos humanos.

La indivisibilidad de los derechos huma-
nos exige la alineación de diferentes sectores
dentro de un marco conceptual común. Este
marco emana de los derechos humanos uni-
versalmente reconocidos. Como he dicho, se
trata de un ajuste verdadero, que necesita in-
tegrar todos los derechos humanos en toda
política estatal.

Katarina Tomasevski
Ex-Relatora Especial para el Derecho a la Educación

de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas


